Hacia un planeta sostenible

¿Qué políticas pueden hacer cambiar de conducta -a los individuos, a las industrias y a los gobiernos- para que el desarrollo económico y el aumento de población no sobrepasen los límites fijados por los imperativos ecológicos? 
William D. Ruckelshaus

La dificultad de convertir los descubrimientos científicos en acción política está en función de la limitación de nuestros conocimientos y de las penalidades que la acción genera. Ante la débil firmeza de lo que sabemos a propósito de tan sólo uno de los aspectos de la crisis general por la que atraviesa el medio ambiente -el pronosticado aumento de los gases del efecto invernadero en nuestra at​mósfera- y dado el enorme esfuerzo técnico y social que hará falta para controlar ese aumento, no resulta difícil decir que el responder con éxito a la polifacética crisis será ardua empresa política. Supone, en efecto, nada menos que tratar de conseguir que una parte importante de la población mundial cambie de conducta para poder alejar (quizás) amenazas que, de lo contrario, afectarán (probablemente) a un mundo que la mayoría de dicha población no llegará a ver. 

Los modelos en que se basan, por ejemplo, las predicciones de un cambio climático son susceptibles de diversas interpretaciones en cuanto al tiempo en el que se produzca, su distribución por la Tierra y la gravedad de los cambios que comporte. Además, mientras tales modelos quizá convenzan a los científicos, que entienden sus supuestos y sus limitaciones, los presagios resultan, por lo general, poco influyentes en política. A las gentes -incluidos los grupos de personas que forman los gobiernos- les cuesta mucho cambiar de proceder para evitar peligros que, acaso, no se presenten en mucho tiempo o que pudieran incluso no llegar a presentarse. 

¿Cómo, pues, podremos provocar dicho cambio? Este artículo versa sobre cómo crear las políticas, trazar los programas y aprovechar los recursos de tal modo que se lleguen a adoptar esas medidas y que las personas corrientes del mundo entero se convenzan de que hay que empezar a hacer las cosas de una manera diferente. 

La contratación de un seguro es la forma en que, de ordinario, la gente se ocupa de las contingencias potencialmente graves, por lo que aquí viene también a cuento. La gente considera prudencial ir pagando las primas del seguro, de suerte que, si ocurre una catástrofe, ellos o quienes de los suyos les sobrevivan salgan del trance mejor librados que si no hubiese habido ninguna previsión. La analogía es clara. Los recursos que se consumen o gastan para impedir el aumento de los gases que generan el efecto invernadero son una especie de prima de seguro. Por otra parte, todo el tiempo que vamos a estar pagando primas, podríamos también pagarlas de manera que nos reportasen dividendos, en forma de mayor eficacia, mejoras de la salud humana o más amplia distribución de la prosperidad. Si resultara que nos equivocábamos en cuanto al calentamiento de invernadero o la pérdida de ozono, aún nos quedaría el beneficio de los dividendos. En cualquier caso, nadie va a quejarse o a demandar a la compañía de seguros cuando el desastre no se produce. 

Este es el argumento en pro de algunas acciones modestas e inmediatas. Podemos confiar en que, si surgen crisis o problemas, no dejará de haber alguna solución o serie de soluciones técnicas, y en que el funcionamiento normal del mercado se las arreglará, por sí solo, para solventar el problema mediante una sustitución del producto de que se trate. 

Se están introduciendo o comercializando ya, por ejemplo, nuevos refrigerantes que no tienen los efectos atmosféricos de los clorofluorcarbonos; tal vez se llegue a descubrir una fuente de energía barata y no contaminante. 

Desde luego, es alentador imaginar que podríamos conseguir un mañana más seguro con poco esfuerzo, suponer con Mr. Micawber, de Dickens, que acontecerá algo positivo. Imaginarlo no es dañino, pero sí lo es confiar en ello. Hemos de hacer frente a la posibilidad real de que en el mundo esté sucediendo algo grave. Nuestra especie puede estar llevando hasta un límite sin retorno el consumo de combustibles fósiles y los atentados contra los ecosistemas. Debemos considerar, al menos, la posibilidad de que, además de efectuar modestos ajustes prudenciales, acaso tengamos que prepararnos para unos cambios mucho más drásticos, unos cambios que empiecen a ir dando forma a una sociedad y una economía mundial sostenibles. 

La naciente doctrina de la sostenibilidad dice que el crecimiento y el desarrollo económicos deben tener lugar y mantenerse a lo largo del tiempo dentro de los límites impuestos por la ecología en su sentido más amplio, a saber, por las interconexiones de los seres humanos y sus obras con la biosfera y con las leyes físicas y químicas que la rigen. La doctrina de la sostenibilidad afirma también que la extensión de un razonable nivel de prosperidad y seguridad a las naciones menos desarrolladas es esencial para proteger el equilibrio ecológico y, por ende, para que las naciones ricas puedan seguir disfrutando de prosperidad. De donde se sigue que la protección del entorno y el desarrollo de la economía son procesos complementarios, no antagónicos. 

¿Podemos mover a las naciones y a la gente en la dirección que conduce hacia la sostenibilidad? Un movimiento así sería una modificación de la sociedad únicamente comparable en escala con otros dos cambios: la revolución agrícola de finales del Neolítico y la revolución industrial de los dos últimos siglos. Aquellas revoluciones fueron graduales, espontáneas y en gran parte inconscientes. En cambio, ésta de ahora tendrá que ser una operación plenamente consciente, guiada por la mejor previsión que la ciencia pueda proporcionar, una previsión extremada al límite. Si realmente la ponemos en obra, será una empresa sin par entre cuantas la humanidad ha llevado a cabo sobre la Tierra. 

La forma de tamaña empresa no puede apreciarse con claridad desde nuestra ubicación actual. La imagen al uso nos habla de un cruce de caminos: el forzoso elegir una dirección u otra determina el futuro para un considerable período. Pero eso no abarca la entera complejidad de nuestra actual situación. Una imagen más apropiada sería la del piragüista que va sorteando los rápidos: la supervivencia depende de que se acierte a responder de continuo a la información con una conducción adecuada. En nuestro caso, la información la proporcionan la ciencia y los acontecimientos económicos; la conducción es cosa que compete a la política gubernamental y al comportamiento privado. 

Hacerse con el control del futuro significa, por consiguiente, estrechar los lazos entre la ciencia y la política. Nos urge ver dónde están las rocas mientras aún tenemos tiempo de esquivarlas. Pero no destinaremos a fines científicos un apropiado nivel de recursos, o no querremos aceptar las políticas que la ciencia recomiende, a no ser que hagamos también otra cosa: comprender que vamos todos en la misma piragua y que nos es necesario conducirla hacia la sostenibilidad. 

Sostenibilidad que fue la economía originaria de nuestra especie. La humanidad preindustrial vivía congruentemente porque no podía menos de hacerlo; de lo contrario, si expandía sus poblaciones más allá de la base de recursos disponibles, esas poblaciones sucumbían antes o después por el hambre, o se veían forzadas a emigrar. Lo que aseguraba la sostenibilidad de su manera de vivir era una singular conciencia respecto a la naturaleza: aquellas gentes estaban espiritualmente conectadas con los animales y las plantas que les garantizaban la subsistencia; eran, por decirlo así, parte integrante del paisaje, de la naturaleza, no unos seres aparte de ella y que la dominasen. 

Los tiempos de aquella "sostenibilidad originaria" se acabaron hace ya mucho. El desarrollo de las ciudades y las necesidades del mantenimiento de las poblaciones urbanas exigieron una agricultura intensiva que produjera excedentes. A medida que una población aumenta, hace falta ir incrementando la producción, ya mediante conquistas o colonizaciones, ya mejorando la técnica. 
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	2. LLUVIA ACIDA. Esa precipitación constituye un problema político porque las emisiones industriales causantes de la misma cruzan fronteras políticas. Las regiones en las que la densidad de emisión del dióxido de azufre pasó de 1,5 toneladas por kilómetro cuadrado durante 1980 aparecen aquí en tono gris; los estados en los que hubo mayores emisiones son los del Medio Oeste y los que recorre el río Ohio. Los trazos indican los pH de precipitación; un pH bajo significa alto grado de acidez. Dentro de las regiones con bajo pH, los lagos y las corrientes de agua tienen mayor riesgo allí donde sea menor la alcalinidad del agua (tono naranja), sobre todo en los Adirondacks y en Nueva Inglaterra. Los datos sobre el dióxido de azufre proceden del Programa Nacional para la Tasación de las Precipitaciones Acidas; los de la alcalinidad se los debemos a James M. Omernick, de la Oficina de Protección del Ambiente. 


Esta forma de vivir se basa en una conciencia diferente, que se concreta también en una estructuración cultural. Se considera a la tierra y sus criaturas como propiedad de la humanidad, como el regalo que a ésta le hiciera un Ser sobrenatural. El hombre está, así, por encima de la naturaleza, la cual queda relegada a mero escenario, que él domina, controla y manipula a su antojo. Más adelante, con la industrialización, el hombre llegará a colonizar, incluso, el pasado: los grandes bosques del Carbonífero se explotan en la actualidad para dar sustento a poblaciones cada día más numerosas. La tecnología avanzada da impulso a la básica presunción de que los poderes de la humanidad sobre la naturaleza son, en esencia, ilimitados. 

Esta conciencia, esta condición de "insostenibilidad pasajera", es, hoy día, dominante. Tiene dos formas. En el mundo subdesarrollado y en vías de industrializarse, está representada por la tendencia a mantener el crecimiento, sea cual fuese el coste ambiental. Lleva consigo el más brutal arrasamiento de bosques y selvas, la substitución de una agricultura sostenible por cultivos de cosecha rápida, la concomitante explotación de terrenos muy vulnerables por las gentes a las que aquellos cultivos obligaron a irse de las tierras fértiles y la creación de centros industriales, que son también focos de contaminación del ambiente. 

En el mundo industrializado, el desarrollo insostenible ha generado riqueza y un bienestar relativo para cerca de una quinta parte de la humanidad, y entre las poblaciones de las naciones indus​trializadas es casi universal la conciencia que da respaldo a la economía insostenible. Con pocas excepciones importantes, el movimiento de protección al ambiente en esas naciones, a pesar de sus notables éxitos en hacer aprobar leyes y diversas medidas para el control de la contaminación, no ha influido gran cosa en las costumbres de la mayoría. El ecologismo ha sido, hasta la fecha, un factor de correcciones y mejoras, pero no una fuerza reestructurante. No pasa de un ir incluido en la conciencia de inviabilidad. 

Aunque no podemos volver a la economía congruente de nuestros remotos antepasados, tampoco hay razón, en principio, por la que no podamos crear una conciencia de viabilidad adecuada a la época moderna. Tal conciencia entrañaría las siguientes convicciones: 

1. La especie humana es parte de la naturaleza. La existencia de la humanidad depende de que sepa obtener su sustento a partir de un mundo natural finito; su continuidad depende de su capacidad para abstenerse de destruir los sistemas naturales que regeneran este mundo. No otra parece ser la principal lección que se saca de observar la situación actual del entorno y que viene a ser, también, un corolario directo de la segunda ley de la termodinámica. 

2. La actividad económica deberá tener en cuenta los costes ambientales de la producción. La regulación sobre el entorno ha arrancado de este punto, aunque con poco empuje aún. El mercado no ha comenzado todavía a movilizarse para preservar el medio ambiente; como consecuencia de ello, una porción cada vez mayor de la "riqueza" que creamos se la estamos, en cierto modo, robando a nuestros descendientes. 

3. El mantenimiento de un entorno global en el que se pueda vivir depende del desarrollo sostenible de toda la familia humana. Si el 80 por ciento de los miembros de nuestra especie son pobres, no podemos tener esperanzas de vivir en un mundo en paz; si las naciones pobres intentan mejorar su suerte por los métodos que nosotros, los ricos, hemos utilizado y promovido antes, el resultado habrá de ser ecológicamente funesto para el mundo entero. 

A esta concienciación no se llegará simplemente porque los argumentos en favor del cambio sean buenos o porque las alternativas sean ingratas. Ni bastará tampoco con exhortaciones. La lección que mejor saben los que llevan a cabo políticas realistas es la de que la mayoría de los individuos y de las organizaciones cambian sólo cuando les interesa cambiar, ya porque el cambio les reporte algún beneficio, ya porque teman ser sancionados si no cambian; cuanto menos tiempo medie entre ese cambio (o la falta de él) y el consiguiente beneficio (o la consiguiente sanción) tanto mejor. Esto no es mero cinismo. Aunque la gente aguante largos períodos de lucha y de sufrimientos para alcanzar una meta, no es razonable esperar que los individuos o las organizaciones actúen durante mucho tiempo en contra de sus intereses inmediatos; sobre todo en un sistema democrático, donde lo que la gente estima que son sus intereses tiene tanta importancia para la orientación del gobierno. 

Para que los intereses cambien, se requieren tres cosas. Primera, que los dirigentes articulen en el sector público y en el privado un claro conjunto de valores acordes con la conciencia de la sostenibilidad. Segunda, que se afiancen las motivaciones necesarias para apoyar esos valores. Tercera, en fin, que sean creadas unas instituciones para aplicar las motivaciones de un modo eficaz. La primera de estas cosas es relativamente fácil, la segunda es más difícil y la tercera es tal vez la más difícil de todas. 
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	3. VALORES AMBIENTALES y calado de los mismos en la conciencia ciudadana. En repetidos sondeos realizados por el New York Times y la cadena CBS desde 1981, se les pedía a los encuestados que opinasen sobre esta afirmación: "Proteger el ambiente es cosa tan importante que las exigencias y las normas al respecto nunca serán excesivas y hay que seguir haciendo mejoras ambientales, cuesten lo que cuesten". Los datos de los dos últimos sondeos fueron obtenidos tras la catástrofe del petrolero Exxon Valdez. 


En efecto, valores similares a los arriba descritos han sido ya convenientemente articulados por dirigentes políticos de muchas naciones del mundo. En el año 1988, el presidente y el secretario de estado de los EE.UU., el líder de la Unión Soviética, la primera ministra de Gran Bretaña y los presidentes de Francia y del Brasil hicieron importantes declaraciones relativas al medio ambiente. En el mes de julio, los dirigentes del Grupo de los Siete principales países industrializados pidieron "la pronta adopción, por todo el mundo, de medidas basadas en un desarrollo sostenible". La mayoría de las naciones industrializadas cuentan con una estructura legal para regir los asuntos que atañen al medio ambiente nacional en la que, al menos hasta cierto punto, se reflejan tales valores, y se celebran conferencias internacionales en las que también empiezan a manifestarse. 

La mera aceptación de un cambio de la tabla de valores, aun siendo un prerrequisito, no genera, de por sí, el imprescindible cambio de conciencia, ni hace que cambie el medio ambiente. Por mucho que los diplomáticos y los legisladores discutan sobre palabras y aspectos formales, hablar no es actuar. En los EE.UU., que tienen una reglamentación ambiental más rigurosa que ninguna otra, y donde, elección tras elección, se han podido oír durante los últimos 15 años toda clase de promesas y buenos deseos de aumentar la protección al medio ambiente, la mayoría de la población participa en el estilo de vida más derrochador y más contaminante de cuantos hay en el mundo in​dustrializado. Los valores están ahí; las motivaciones apropiadas y las instituciones que las pongan en juego o son patentemente inadecuadas o ni siquiera existen. 

Las dificultades del pasar de los valores reconocidos a las motivaciones y a las instituciones que les den realidad se derivan de ciertas características básicas de las principales nacionales industrializa​das, que son precisamente las que, por su poder económico y por ser, a la vez, las que más contami​nan y las que mayor parte se llevan de los recursos mundiales, deben ir a la cabeza en cualquier proceso de cambio del actual orden. Pues bien, estas naciones son democracias y su sistema económico es el de libre mercado. Y lo irónico del caso es que las dificultades de que estamos hablando nacen, por una parte, del sistema económico de libre mercado y, por otra, de la democracia. 

El problema económico es uno muy consabido, el de las externalizaciones: el coste ambiental de la producción de un bien o de un servicio no se cuenta en el precio que se paga por él. Como lo ha expresado el economista Kenneth E. Boulding: "Todos los sistemas naturales son curvas cerradas, mientras que las actividades económicas son lineales y suponen inagotables recursos y 'pozos negros' en los que arrojar nuestra basura". Obstinándose en la ignorancia y violando el principio esen​cial del capitalismo, nos negamos frecuentemente a tratar como capital los recursos ambientales. Los gastamos como una renta y, cuando nuestros cheques empiezan a ser rechazados, nos quedamos tan confusos como cualquier estúpido heredero despilfarrador.
Riquezas tan "comunes" como la atmósfera, los mares, las pesquerías y los bienes de propiedad pública están especialmente expuestas a ser malgastadas de esta forma, a que se las trate como recursos inagotables o como sumideros sin fondo. La razón de ello es que el beneficio adicional por cada usuario se acumula exclusivamente para ese usuario, y a corto plazo es una ganancia; la degradación del medio ambiente recae, por contra, sobre todos los usuarios y sólo se evidencia a largo plazo, cuando el recurso explotado ya da señales de agotamiento o de extinción total. Hace algunos años, el biólogo Garrett Hardin llamó a esto la tragedia de las riquezas comunes. 

El modo de evitar esa tragedia de los bienes comunes -de hacer que la gente pague la totalidad de lo que cuesta la utilización de un recurso natural- no es otro que cerrar las curvas en los sistemas económicos. El que generalmente no se haga esto en el mundo industrializado guarda relación con el segundo problema: el de la acción en una democracia. Modificar el mercado para que se reflejen en él los costes ambientales es necesariamente una función del gobierno. Las personas y entidades que están en contra de tales modificaciones, aunque quizá no constituyan sino una pequeña minoría de la población, tienen a menudo desproporcionada influencia en la gestión de la cosa pública. Por lo general, la minoría muy perjudicada demuestra mucha más eficacia para salirse con la suya mediante manejos y presiones que la mayoría ligeramente beneficiada. 

La Ley para la Limpieza del Aire, promulgada en los EE.UU. en 1970, posiblemente la más costosa y más ambiciosa legislación ambiental, es un buen ejemplo. Algunas de sus partes fueron concebidas, no tanto para limpiar el aire, cuanto para proteger el empleo de los mineros del carbón en las regiones donde éste contenía mucho azufre. A las empresas públicas y a otros grandes consumidores no se les permitía sustituir ese carbón por otro que tuviera menos azufre, pero se les obligaba, en cambio, a instalar dispositivos depuradores. 
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	4. NACIONES DESARROLLADAS responsables de muchas más emisiones industriales del principal gas de efecto invernadero, el dióxido de carbono, que las que tienen lugar en las naciones en desarrollo. El total de las emisiones ha aumentado mucho desde 1950. Datos del Instituto de Recursos Mundiales. 


Aunque la referida ley quedó abolida en 1982, el Congreso encontró durísima resistencia para plantear una revisión, en gran parte por otra serie de intereses contrarios, relacionados con la lluvia ácida. El generalizado interés nacional por reducir los daños ambientales atribuibles a esta conta​minación a gran escala tuvo que vencer la oposición de los intereses de la minería del carbón rico en azufre y la de los industriales del Medio Oeste, que tendrían que hacer mayores inversiones si se les obligaba a controlar las emisiones sulfúricas de sus fábricas. El problema de los conflictos de inte​reses se agrava con la distancia que hay entre las mayores fuentes de lluvia ácida y las regiones más afectadas por este perjuicio. Se acentúa cuando la contaminación cruza límites estatales y fronteras nacionales: los representantes electos están menos dispuestos a consentir efectos nocivos a corto plazo para sus electores cuando los beneficiarios inmediatos no son gentes que puedan darles a ellos voto alguno. 

La cuestión está, por tanto, en si las democracias industriales serán capaces de superar las coacciones políticas a la hora de encaminar el sistema económico de mercado hacia la viabilidad a largo plazo. La historia nos permite ser algo optimistas: cierto número de contingencias han inducido a las naciones a aceptar cargas a corto plazo para alcanzar con el tiempo una meta. 

Un ejemplo obvio es el de la guerra. Cosas que, política o económicamente, se consideraban imposibles pueden realizarse en un tiempo brevísimo si se cree que del hacerlas depende la supervivencia de la nación. La segunda guerra mundial movilizó a la población de los EE.UU., cambió la ma​nera de trabajar, alteró y puso bajo control los precios y los suministros de todo tipo de artículos y reorganizó de arriba abajo la maquinaria industrial del país entero. 

Otro ejemplo es el Plan Marshall para la reconstrucción de Europa después de la segunda guerra mundial. En 1947, los EE.UU. gastaron alrededor del 3 por ciento de su producto nacional bruto en este gran conjunto de proyectos. Aunque lo que impulsó mayoritariamente el plan fue el miedo a que la influencia soviética se expandiese por Europa occidental, lo cierto es que aquella iniciativa sentó el precedente de destinar unas inversiones colosales al aumento de la prosperidad de naciones extranjeras. 

Hay más ejemplos. El feudalismo tuvo su fin en el Japón, como la esclavitud en los EE.UU., en el siglo XIX; el siglo XX ha presenciado la retirada del imperialismo y la creación de la Comunidad Económica Europea. En cada uno de estos casos, importantes intereses hubieron de dejar vía libre a las nuevas aspiraciones nacionales. 

Si es posible cambiar, ¿cómo empezaremos a motivar el cambio? Ni que decir tiene que la política gubernamental debe indicar el camino, puesto que los precios de mercado de los artículos de consumo no suelen reflejar los costes ambientales de su extracción y sustitución, como tampoco los precios de la energía obtenida a partir de combustibles fósiles reflejan los riesgos de cambio climático. La política de precios es el medio más directo de asegurarse de que se contabilice íntegramente el coste ambiental de todos los bienes y servicios. Cuando el gobierno es el propietario de un recurso o lo suministra directamente, puede hacer que el precio que se carga refleje el auténtico coste del producto. El mercado se adaptará a esto, como se adapta a la verdadera escasez: mediante la susti​tución y la conservación del producto. 
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	5. LAS NACIONES DESARROLLADAS consumen una porción de los bienes mundiales mucho mayor que la que gastan los países subdesarrollados, los cuales tienen, en cambio, el 75 por ciento de la población mundial. Aquí se muestra el consumo per cápita en los países en vías de desarrollo como porcentaje del que se da en los desarrollados. Datos calculados por la Comisión Mundial de Ambiente y Desarrollo. 


La regulación del medio ambiente debería replantearse con miras a movilizar, más que a suprimir, la libre iniciativa y la creatividad de la industria. Por ejemplo, habría que conseguir para el control de la contaminación unas ganancias adicionales, no simplemente extremando el rigor o la especialización técnica en la regulación de los controles y las disposiciones, sino también mediante sistemas incentivadores complementarios. Tales sistemas aumentan en decenas de miles las decisiones tomadas por el sector público, tanto in​dividuales como corporativas. Desde luego, los sistemas de incentivación no constituyen ninguna panacea. Para algunos problemas del medio ambiente, pensemos en los planteados por el uso de sustancias químicas excesivamente peligrosas, serán siempre necesarias unas tajantes medidas reguladoras. Las políticas eficaces suelen incluir una mezcla de incentivos estimuladores y de firmeza reguladora en sus enfoques y directrices. 

Pero los planteamientos que se basen en el mercado habrán de formar parte de todo intento de reducir el efecto invernadero. En este momento, las opciones más atractivas incluyen el fomentar el rendimiento energético. Aumentando su aprovechamiento se logra el ideal de doble beneficio de un seguro: tal aumento es ya, en sí mismo, un bien y, además, reduciendo las emisiones de dióxido de carbono, contrarresta el proceso del calentamiento global. Si el mundo mejorase el rendimiento de la energía en un 2 por ciento al año, se conseguiría que el promedio de la temperatura global no subiera de los niveles actuales más de un grado centígrado. Muchas naciones industrializadas han mantenido un porcentaje de aumento próximo a éste durante los 15 últimos años. 

Promover la eficacia de la energía es también relativamente fácil. Los EE.UU. redujeron la intensidad energética precisa para su producto nacional en un 23 por ciento entre 1973 y 1985, sin notarlo mucho. Un importante aumento de ese rendimiento se puede conseguir incluso con la técnica existente. Algo tan simple como elevar en adelante la calidad de todos los edificios estadounidenses que se construyan, ateniéndose para ello a los mejores criterios y patrones mundiales, representaría un ahorro de enormes cantidades de energía. Hoy por hoy, es más la energía que entra y sale, perdiéndose, por las ventanas de los edificios de nuestro país que la que fluye por el oleoducto de Alaska. 
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	6. DISTINTA APRECIACION DE LOS PROBLEMAS DEL AMBIENTE según se trate de habitantes y gobiernos de las naciones ricas o de los análogos de las naciones pobres. Para su relación, sin embargo, será necesario el concurso de ambos. Dibujo de Scott Willis, colaborador del San Jose Mercury News. 


Cabe, no obstante, la posibilidad de que haya que promover un mejor aprovechamiento mediante especiales incentivos del mercado, porque los precios de la energía tienden a quedar por detrás de los incrementos de la renta. Un impuesto de "protección del clima" de 1 dólar por cada millón de Btu ["British thermical units”, es decir, unidades térmicas británicas] sobre los carbones y de 60 centavos por millón de Btu sobre el fueloil es un ejemplo de tal tipo de incentivos. Ese impuesto elevaría los precios de la gasolina en 11 centavos por galón y el coste de la electricidad en un promedio del 10 por ciento, y con ello se obtendrían 53.000 millones de dólares al año. 

La regulación directa mediante el establecimiento de normas resulta fastidiosa, pero puede hacerse necesaria cuando no son eficaces las señales implícitas de mercado. Ejemplos de esto son las normas del kilometraje, impuestas en los EE.UU. para los automóviles, y los patrones de eficacia de los electrodomésticos, que se adoptaron en 1986. La normativa referente a los electrodomésticos habrá ahorrado 28.000 millones de dólares en costes energéticos para el año 2000 y habrá impedido que vayan a ensuciar la atmósfera 342 millones de toneladas de carbono. 

A largo plazo, es probable que sea necesario algún programa de comercio sobre vertidos y emisiones contaminadoras a una escala mucho mayor que la abarcada hasta el presente. (Por cierto que, en la propuesta presidencial de una nueva Ley para la Limpieza del Aire, se incluye la consolidación de un sistema de permisos negociables). En un programa así, los principales emisores de elementos contaminantes precisarán permisos en los que se especifique el nivel de emisión o vertido ad​misible. Las empresas que decidiesen reducir sus emisiones y mantenerlas a un nivel inferior al permitido -por ejemplo, mejorando el rendimiento podrían vender a otras firmas sus excedentes de "derecho a contaminar". Y aquellas que estimasen prohibitivamente caro poner al día sus viejas fá​bricas o construir otras nuevas, podrán comprar esos derechos o cerrar sus derrochadoras plantas industriales y vender los derechos que ya no necesitaran. 

Otro tipo de comercio de emisiones rebajaría tal vez el impacto de la liberación de dióxido de carbono. A las compañías responsables de nuevas emisiones de este gas de invernadero podría exigírseles que las compensaran aumentando en general el rendimiento energético, cerrando fábricas o haciendo repoblaciones forestales y trabajos de conservación de bosques que fuesen reabsorbiendo aquellas emisiones. Una vez establecido el sistema, el progreso hacia la ulterior reducción de las emisiones se lograría rebajando los niveles de la cantidad total permitida de los distintos contaminantes, tanto a escala nacional, como permiso por permiso. 

Los tipos de programas que acabo de describir deberán contar con el respaldo de una investigación científica que proporcione una sólida base a las nuevas estrategias de protección del ambiente. La búsqueda de fuentes de energía seguras y no contaminantes y de técnicas que ahorren energía tiene todos los visos de llegar a ser especialmente fructífera. Un ejemplo: a mediados de la década de 1960, el Departamento de Energía de los Estados Unidos desarrolló varias técnicas de aprovechamiento energético por un coste de 16 millones de dólares; entre ellas, un diseño de lámparas con tubos fluorescentes que sustituyen a las bombillas ordinarias y unos revestimientos para las ventanas que ahorran energía tanto en las temporadas de calor como en las de frío. A los ritmos de realiza​ción actuales, esas nuevas técnicas generarían unos 63.000 millones de dólares en ahorros de ener​gía para el año 2010. 

La motivación para el cambio hacia la sostenibilidad tendrá que apuntar a mucho más que a reducir la contaminación y el derroche de los recursos en los países en vías de desarrollo, y no puede dejarse enteramente en manos de los organismos encargados de velar por el ambiente en esos países. Las organizaciones cuyos objetivos son el desarrollo económico, la explotación de los recursos y el comercio internacional -junto con la política exterior en general- deberán proponerse también como meta central un desarrollo sostenible. Es éste un formidable desafío, pues da en el punto álgido de muchos intereses particulares. Harán falta buenas dosis de habilidad política para conseguir que se otorgue a la protección del ambiente la preeminencia pública que sólo los asuntos económicos y la seguridad nacional (en el sentido militar) han acaparado. 

Pero donde las naciones industrializadas habrán de enfrentarse a los mayores retos es en sus relaciones con el mundo subdesarrollado. La ayuda es a la vez una respuesta y un problema perpetuo. El total de la ayuda oficial para el desarrollo prestada por el mundo desarrollado al subdesarrollado viene a sumar unos 35.000 millones de dólares al año. No es mucho dinero, si se considera que solamente los EE.UU. habrían de destinar a la ayuda exterior 127.000 millones de dólares cada año para gastar en tal ayuda la misma proporción de su producto nacional bruto que consumieron durante los años punta del Plan Marshall. 

Es claro que no cabe pensar en una adecuada ayuda a los países subdesarrollados mientras no se resuelva la cuestión de su deuda. Según un informe del Banco Mundial, en 1988, los 17 países más endeudados pagaron a las naciones industrializadas y a las organizaciones multinacionales 31.000 millones de dólares más que los que recibieron a título de ayuda. Las cosas no pueden seguir así. Entre prestamistas tan importantes como el Citicorp y algunos países de Sudamérica se viene efectuando una remodelación de la deuda a base de canjes: el banco condona los empréstitos a cambio de que se le cedan extensiones de tierra, para convertirlas en zonas de conservación o de parques naturales. Esto es admirable, pero, por sí solo, no resuelve el problema. Las relaciones básicas del comercio internacional han de replantearse con miras a eliminar, entre otras cosas, los perniciosos efectos que causan sobre el mundo subdesarrollado las subvenciones agrarias y las tarifas aduaneras del mundo industrializado. 

Una sociedad rural próspera, basada en una agricultura sostenible, deberá preludiar el futuro desarrollo en gran parte del mundo rezagado, y los gobiernos tendrán que cuidarse de motivar a la gente a vivir de una manera ecológicamente responsable. Los campesinos no suelen cosechar más cuando los gobiernos subsidian a las poblaciones urbanas manteniendo bajos los precios de los productos del campo. Tampoco dejará la gente de tener prole numerosa si el trabajo de los hijos es el único apoyo económico con que cuentan. Los labradores no se preocupan de mejorar los campos que no son de su propiedad; está claro que habrá que instituir reformas en cuanto a la posesión del agro. 

Las sanciones con que se castigan los abusos contra el medio ambiente se echan en falta en la mayor parte del mundo subdesarrollado; contribuiría probablemente a remediar esta situación el que cantidades importantes de la ayuda externa se destinasen directamente a mejorar las condiciones y aumentar las disponibilidades de los ministerios del medio ambiente de los países en vías de desarrollo. Ministerios que hoy suelen andar faltos de asignación y, por tanto, son ineficaces; en particular si se los compara con las carteras militares o de desarrollo económico. Para poner un pequeño ejemplo: en Tanzania los guardas de las reservas de caza perciben un salario anual equivalente al precio que se les paga a los cazadores furtivos por dos colmillos de elefante; razón por la cual esa nación ha perdido durante la pasada década dos tercios de su población de elefantes en beneficio del tráfico de marfil. 

Para articular los valores y crear las motivaciones que favorezcan la implantación de una economía mundial sostenible, será necesario cambiar las instituciones existentes y habrá que establecer otras nuevas. Estas tareas serán dificultosas, porque las instituciones tienen fuerza en tanto en cuanto representan y respaldan a poderosos intereses, lo que de ordinario implica el mantenimiento del statu quo. 

Las instituciones internacionales que más pesan en el mundo de hoy son las relacionadas con los asuntos del dinero, el comercio y la defensa nacional. Quienes desesperan de que las cuestiones relativas al ambiente nunca lleguen a alcanzar un nivel de importancia comparable, deberían recordar que algunas de las instituciones actuales (por ejemplo, la OTAN, el Banco Mundial, corporaciones multinacionales) tienen una historia muy corta. Se formaron en virtud de intereses y presiones para adquirir y expandir la riqueza y para mantener segura la soberanía nacional. Si el interés por el entorno llega a presionar con una intensidad comparable, se desarrollarán, a ese respecto, instituciones de parecida o mayor importancia. 

Para llevar adelante tamaña empresa, se necesitan tres cosas. La primera es dinero. El presupuesto anual de las Naciones Unidas para el medio ambiente [programa PANU] es de 30 millones de dólares, cantidad irrisoria, habida cuenta de sus responsabilidades. Si las naciones abordan seriamente la cuestión de la viabilidad, dotarán a sus organismos de dirección ecológica con cantidades más cuantiosas, preferiblemente derivadas de alguna fuente dineraria independiente, al objeto de reducir su vulnerabilidad política. Como medio de lograr este fin, se ha sugerido un impuesto sobre determinados usos de los recursos comunales del mundo. 

La segunda cosa que se necesita es información. Se ha de contar con buenas organizaciones internacionales que se dediquen a recoger y analizar datos y a redactar informes acerca de las tendencias y los peligros del ambiente. El programa de Vigilancia de la Tierra, puesto en funcionamiento por el PANU ya es un comienzo, pero hace falta que haya una fuente autorizada de información y aseso​ría científicas que sea independiente de los gobiernos nacionales. Existen muchos organismos no oficiales o paraoficiales capaces de desempeñar esa función; es preciso conjuntarlos en una red de cooperación. Necesitamos una institución universal que pueda dar respuesta a preguntas de alcance universal. 

La tercera cosa necesaria es integrar los esfuerzos. El mundo no puede permitirse una multiplicación de esfuerzos aislados para resolver problemas comunes. Sobre todo en el aspecto de las ayudas, esos particularismos resultan trágicamente absurdos: sólo Africa es atendida en la actualidad por 82 donantes internacionales y por más de 1700 organizaciones privadas. En 1980, en la pequeña nación africana de Burkina Faso (cuya población es de unos 8 millones), había en curso 340 planes de ayuda independientes unos de otros. Hay que establecer y reforzar instituciones coordinadoras, que combinen los distintos esfuerzos de organizaciones privadas, organismos internacionales y grupos empresariales, para que todos se concentren en tratar de resolver problemas específicos. 

Finalmente, al ir creando la conciencia de una progresiva sostenibilidad, tendremos que redefinir nuestros conceptos de sostenibilidad política y económica. Estos conceptos no pasan de ser, en resumidas cuentas, simples constructos humanos; en el pasado fueron diferentes y lo más seguro es que cam​biarán también en el porvenir. Pero la tierra es real, y el hecho de que dependemos totalmente de ella nos obliga a escuchar sus mensajes con mayor atención de lo que solemos. 
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